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Introducción

Con la creación de la Constitución Política de 1991, se empezó a 
considerar al medio ambiente un factor importante y que merece una 
especial protección por parte de los entes estatales. De esa manera, la 
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Carta Magna de 1991 se reconoce a sí misma como una “Constitución 
ecológica”, por la armonía en su articulado de la protección al medio 
ambiente, que resalta la importancia de este último en el desarrollo social 
de los colombianos; en especial, haciendo una conexión de derechos con 
la salud y la vida, dentro del marco de un ambiente sano, y desarrollan-
do su carácter fundamental mediante la estrecha relación que este tiene 
con la persona humana y su relación intrínseca con el buen desarrollo 
de otros derechos fundamentales de los asociados (Corte Constitucional 
Colombiana, 1992a; 1992b).

La preocupación por proteger el medio ambiente se ha reflejado en 
la Corte Constitucional colombiana: por ello, el magistrado Jorge Iván 
Palacios, como ponente de la Sentencia C 595, expone un articulado 
constitucional que reconoce el interés por parte del Estado colombiano 
en el medio ambiente y desarrolla su protección, además de su correcto 
manejo por parte de las personas naturales y jurídicas que disfrutan de 
él, sin que exista un detrimento a los recursos naturales de la Nación 
(Corte Constitucional Colombiana, 2010).

Ahora bien, las múltiples disposiciones normativas que existen y el 
enfoque pluralista que promueve la relación entre la Constitución y el 
medio ambiente es dinámica y se halla en permanente evolución. En tal 
sentido, es posible establecer al menos tres aproximaciones teóricas que 
explican el interés superior de la naturaleza en el ordenamiento jurídi-
co colombiano y la protección especial que se le otorga: 1) en primer 
lugar, se parte de una visión antropocéntrica, que concibe al ser huma-
no presente como única razón de ser del sistema legal, y a los recursos 
naturales, como simples objetos al servicio del primero; 2) un segundo 
punto de vista biocéntrico reivindica concepciones más globales y solida-
rias de la responsabilidad humana, que abogan —en igual medida— por 
los deberes del hombre con la naturaleza y las generaciones venideras; 
3) finalmente, se han formulado posturas ecocéntricas que conciben a la 
naturaleza como un auténtico sujeto de derechos y respaldan cosmovi-
siones plurales y alternativas a los planteamientos recientemente expues-
tos. Dichas teorías se hallan presentes en los continuos debates sobre la 
consideración del medio ambiente como sujeto autónomo de derecho 
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y adquieren relevancia en las discusiones sobre su consideración como 
víctima del conflicto armado.

Además, cabe tener en cuenta que el conflicto armado en Colombia 
ha generado diversos desastres ambientales, dentro del marco de la 
violencia visible tanto como el de la invisible, donde se han documen-
tado diversas afectaciones directas e indirectas del medio ambiente; de 
hecho, una de las teorías sobre el origen de la confrontación armada en 
Colombia es la falta de garantía de los derechos económicos, sociales 
y culturales, además de los ambientales. Por ello, centrar el interés de 
su protección es un asunto que requiere especial atención, tarea que ha 
sido asumida por la JEP con la Unidad de Investigación y Acusación, a 
través del reconocimiento del medio ambiente como víctima silenciosa 
del conflicto armado (JEP, 2019), lo que, a su vez, genera como proble-
ma de investigación una pregunta: ¿Cómo entrará la JEP a considerar 
o conocer de las afectaciones al medio ambiente dentro del marco del 
conflicto armado?

Para responder al cuestionamiento planteado, se parte de los diver-
sos instrumentos jurídicos en los ámbitos internacional y nacional que 
conciben la protección a las víctimas dentro del marco de un conflicto 
armado, para luego identificar cuál es el marco jurídico aplicable a la 
protección del medio ambiente en este escenario. Seguidamente, se se-
ñalará cuáles son las afectaciones, tanto directas como indirectas, del 
medio ambiente que han existido como método de guerra en el conflicto 
armado colombiano. Se terminará aportando criterios orientadores so-
bre cómo la JEP considerará al medio ambiente víctima silenciosa en su 
jurisdicción.

Por lo planteado, la metodología sobre la cual se desarrolló el pre-
sente capítulo tiene como punto de partida un enfoque interdisciplinario 
de carácter cualitativo entre dos áreas de conocimiento, como lo son el 
medio ambiente y el derecho, debido que se tiene como finalidad am-
pliar y profundizar el conocimiento de la realidad práctica, interpretativa 
y valorativa de los elementos que configuran la caracterización del medio 
ambiente como víctima del conflicto armado, y de su consideración en 
escenarios de postacuerdo y en una justicia transicional.
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En resumen, la investigación es de alcance descriptivo, que utiliza el 
método analítico, deductivo e inductivo. Parte, además, del análisis de 
fuentes primarias como tratados del derecho internacional de los DD. 
HH. y del DIH, jurisprudencia y doctrina especializada de órganos de 
protección de DD. HH. y de derecho interno, que buscan reconocer al 
medio ambiente como sujeto de derechos con especial protección den-
tro del marco del conflicto armado, para luego evidenciar con fuentes 
secundarias recurriendo a la doctrina que ha documentado los modelos 
de afectaciones al medio ambiente, y para terminar aportando a la discu-
sión sobre el tratamiento jurídico y de reparación que se espera por parte 
de la justicia transicional.

El medio ambiente como víctima del conflicto armado

Para caracterizar el medio ambiente como víctima del conflicto ar-
mado, es necesario hacer una aplicación del principio de integralidad 
de diversas fuentes normativas, desde el DIH y el derecho internacional 
de los DD. HH., pasando por los sistemas regionales de protección de 
DD. HH. y los sistemas jurídicos domésticos que han desarrollado en 
su contenido normativo, tanto constitucional como jurisprudencial, la 
aplicación de obligaciones, teorías en torno al reconocimiento, el respeto 
y la garantía de los derechos del medio ambiente.

En este orden de ideas, las diversas fuentes del derecho internacional 
de los DD. HH. y del DIH han considerado que la definición de víctima 
sea aplicada a personas naturales, por ser el objeto y protección última de 
los distintos sistemas internacionales y regionales de protección de DD. 
HH. De ahí que el concepto de víctima, para la ONU, según la Resolución 
60/ 147 del 16 de diciembre de 2005, la víctima es entendida como

Toda persona que haya sufrido daños, individual o colectivamen-

te, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 

pérdidas económicas o menoscabo sustancial de sus derechos 

fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que 
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constituyan una violación manifiesta de las normas internaciona-

les de derechos humanos o una violación grave del derecho in-

ternacional humanitario. Cuando corresponda, y en conformidad 

con el derecho interno, el término ‘víctima’ también comprenderá 

a la familia inmediata o las personas a cargo de la víctima directa 

y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para prestar 

asistencia a víctimas en peligro o para impedir la victimización. 

(ONU, 2005, núm. 8)

En igual sentido, el mismo DIH, como ordenamiento regulador de 
los conflictos armados, desde su génesis normativa ha sido contemplado 
para la protección del ser humano que no participa en las hostilidades 
—es decir, civiles—, o que habiendo participado en ellas ha decidido 
o han sido obligados a dejar de participar, ya sea por su condición de 
prisioneros, heridos o náufragos. Por tanto, el concepto de víctima en 
el DIH recae en aquella persona que, ostentando las calidades para no 
hacer parte de las hostilidades de una confrontación armada, recibe un 
daño ocasionado por alguna de las partes en el conflicto, sin tener el 
deber de recibirlo, lo cual lo convierte en un ser que sufre y, por lo tan-
to, un sujeto de especial protección, por las obligaciones que surgen de 
verdad, justicia y reparación (Sanabria & Beltrán, 2020).

Lo anterior no es óbice para que se considere al medio ambiente 
sujeto de especial protección desde el DIH, pues hay instrumentos que 
se refieren directamente a la protección del medio ambiente en manejo 
y conducción de hostilidades. Uno de los ejemplos más claros es el Pro-
tocolo Adicional I a los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, relativo 
a la protección de las personas víctimas de los conflictos armados inter-
nacionales (CICR, 1977a), pues en el artículo 35 numeral 3 se señala: 
“Queda prohibido el empleo de métodos o medios de hacer la guerra 
que hayan sido concebidos para causar, o de los que quepa prever que 
causen, daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural”. 
Así mismo, en el artículo 55 se establece la protección al medio ambiente 
natural, de manera específica:
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1. En la realización de la guerra se velará por la protección del 

medio ambiente natural contra daños extensos, duraderos y gra-

ves. Esta protección incluye la prohibición de emplear métodos o 

medios de hacer la guerra que hayan sido concebidos para causar 

o de los que quepa prever que causen tales daños al medio am-

biente natural, comprometiendo así la salud o la supervivencia de 

la población.

2. Quedan prohibidos los ataques contra el medio ambiente natu-

ral como represalias.

Lamentablemente, estas disposiciones de invitar a las altas partes 
contratantes a no hacer del medio ambiente un método en la conduc-
ción de las hostilidades no se reflejan de igual forma para los conflictos 
armados no internacionales; es decir, en el Protocolo II a los Cuatro 
Convenios de Ginebra no fue incluida la misma protección al medio 
ambiente como en el primer protocolo (Bothe et al., 2010); sin embargo, 
de manera intrínseca o correlacional, la doctrina lo ha considerado una 
obligación que se deriva del artículo 14, denominado “Protección de 
los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil”, y 
con el cual se prohíben los ataques contra “los artículos alimenticios y 
las zonas agrícolas que los producen, las cosechas, el ganado, las instala-
ciones y reservas de agua potable y las obras de riego”, lo cual permite 
la protección del medio ambiente en periodo de conflicto armado no 
internacional.

Así mismo, y de forma menos directa, el artículo 15 prohíbe los ata-
ques contra las instalaciones que contienen fuerzas peligrosas, como pre-
sas, diques y centrales energéticas o nucleares, que pueden causar la libe-
ración de estas fuerzas y ocasionar un daño importante en la población 
civil. En igual sentido, y haciendo una extensión de lo que representa el 
medio ambiente para ciertas comunidades indígenas, tribales, afrodes-
cendientes, palenqueras y campesinas, el artículo 16 del Protocolo II 
dispone la prohibición de cometer actos de hostilidad dirigidos contra 
los lugares de culto que constituyen el patrimonio cultural o espiritual 
de los pueblos (CICR, 1977b), situación que, conforme a los derechos 
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bioculturales, vuelve a estos sitios sujetos de especial protección dentro 
del marco del conflicto armado no internacional (Bouvier, 1991).

Además de lo anterior, dentro del marco del DIH también se ha 
creado la Convención de 1976, sobre la prohibición de utilizar técnicas 
de modificación ambiental con fines militares u otros fines hostiles, y 
cuyo objeto es evitar que se utilice el medio ambiente como instrumento 
de guerra, y prohíbe, por tanto, la manipulación deliberada de los pro-
cesos naturales que puedan provocar fenómenos tales como huracanes, 
maremotos o cambios en las condiciones climáticas (CICR, 1976).

En igual sentido, las Naciones Unidas, a través de la Resolución 
47/73 de 1993, estableció lineamientos para instar a los Estados parte a 
que apliquen e incorporen en sus acciones militares las disposiciones del 
DIH vigentes y relativas a la protección del medio ambiente; dicha reso-
lución utiliza indistintamente sus directrices para conflictos armados de 
índole internacional o nacional, lo que permite exigir a los Estados —al 
menos, de buena fe— el cumplimiento del marco jurídico internacional 
en torno a la prohibición de utilizar el medio ambiente como método de 
guerra (ONU, 1993). De forma complementaria, la Declaración de Río 
de Janeiro sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, de junio de 1992, 
proclama el Principio 24, el cual considera que la guerra es enemiga del 
desarrollo sostenible, e invita a los Estados a respetar las normas del 
derecho internacional que protegen al medio ambiente en tiempos de 
conflicto armado (ONU, 1992).

A su turno, la CPI, como órgano jurisdiccional que tiene conoci-
miento de los delitos perseguidos internacionalmente y que puedan su-
ceder dentro del marco de un conflicto armado —entre ellos, el crimen 
de guerra— tipifica en su numeral IV la conducta de

Lanzar un ataque intencionalmente, a sabiendas de que causará 

pérdidas incidentales de vidas, lesiones a civiles o daños a bienes 

de carácter civil o daños extensos, duraderos y graves al medio 

ambiente natural que serían manifiestamente excesivos en rela-

ción con la ventaja militar concreta y directa de conjunto que se 

prevea. (ONU, 4, 1998, art. 8)
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Aunque el ER declare delito las afectaciones al medio ambiente den-
tro del marco de un conflicto armado interno, ello no implica que el me-
dio ambiente sea considerado de manera directa una víctima acreditable 
ante la CPI, pues, conforme al estatuto de Reglas de Procedimiento y 
Pruebas,

a) Por ‘víctimas’ se entenderá las personas naturales que hayan su-

frido un daño como consecuencia de la comisión de algún crimen 

de la competencia de la Corte; b) Por víctimas se podrá entender 

también las organizaciones o instituciones que hayan sufrido da-

ños directos a alguno de sus bienes que esté dedicado a la reli-

gión, la instrucción, las artes, las ciencias o la beneficencia y a sus 

monumentos históricos, hospitales y otros lugares y objetos que 

tengan fines humanitarios. (CPI, 2013, regla 85)

Lo anterior evidencia, para el marco normativo del DIH, ya sea para 
el conflicto internacional o no internacional, la necesidad de demostrar 
la relación entre el daño causado al medio ambiente y la población civil 
que no participa en las hostilidades, y que resultó afectada por la acción 
de alguno de los actores en conflicto, lo cual significa que, de manera 
autónoma, el medio ambiente, dentro de este marco normativo, aún no 
es considerado víctima.

En igual sentido, en su jurisprudencia más reciente sobre la protec-
ción del derecho al medio ambiente sano, que es el “Caso Comunida-
des Indígenas miembros de la Asociación Ihaka Honhat (nuestra tierra) 
vs. Argentina” —de hecho, es el primer caso en que se ha declarado la 
responsabilidad por ese derecho, que hace parte del Protocolo de El 
Salvador—, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha 
confirmado lo que doctrinalmente condensó en la Opinión Consultiva 
OC-23/17 asegurando:

[…] el derecho a un medio ambiente sano ‘constituye un inte-

rés universal’ y ‘es un derecho fundamental para la existencia de 

la humanidad’, y que ‘como derecho autónomo […] protege los 
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componentes del […] ambiente, tales como bosques, mares, ríos 

y otros, como intereses jurídicos en sí mismos, aun en ausencia de 

certeza o evidencia sobre el riesgo a las personas individuales. Se 

trata de proteger la naturaleza’, no solo por su ‘utilidad’ o ‘efec-

tos’ respecto de los seres humanos, ‘sino por su importancia para 

los demás organismos vivos con quienes se comparte el planeta’. 

Lo anterior no obsta, desde luego, a que otros derechos humanos 

puedan ser vulnerados como consecuencia de daños ambientales. 

(Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka 

Honhat. [Nuestra Tierra] vs. Argentina, 2020, párr. 203)

De la anterior definición, del derecho al medio ambiente, se despren-
de la decisión de la CIDH de reconocer las diferentes posiciones en torno 
al reconocimiento del medio ambiente como sujeto de protección partien-
do de un reconocimiento independiente o autónomo, para luego asegurar 
que es intrínseco a la persona humana, la cual, en últimas, es objeto y 
fin de protección del Sistema Interamericano; en otras palabras, aunque 
reconozca que el medio ambiente es sujeto con derechos, para el tema de 
la responsabilidad internacional de los Estados que hacen parte de dicho 
sistema y se encuentran bajo la competencia de la CIDH, es necesario 
demostrar qué daño surge de una relación entre la afectación al medio am-
biente y una persona o un grupo de personas humanas a quienes se les han 
vulnerado sus DD. HH. para declarar la responsabilidad internacional.

Al contrario de lo que sucede en el derecho internacional de los DD. 
HH., tanto el derecho constitucional como su desarrollo jurisprudencial 
en los Estados que son parte de la Convención Americana han decanta-
do las teorías ecocentristas para asegurar al medio ambiente como sujeto 
autónomo de protección. Un ejemplo de ello son las constituciones de 
Ecuador y Bolivia y la Constitución de Ciudad de México, todas las cua-
les se han apalancado en el multiculturalismo de los pueblos indígenas 
para darle prevalencia a la naturaleza como ser viviente, sin la necesidad 
de que se encuentre ligada a la supervivencia humana (Brañes, 2000).

En Colombia se ha desarrollado una vasta jurisprudencia en torno 
a la protección del medio ambiente como sujeto de especial protección, 
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y que ha utilizado las distintas corrientes para garantizar los derechos 
colectivos de comunidades que dependen de su ecosistema; así mismo, 
de manera autónoma, les ha dado el reconocimiento y medidas de es-
pecial protección, sin tener necesariamente la dependencia de alguna 
comunidad. En efecto, la Corte Constitucional ha tenido una evolución 
jurisprudencial, al pasar de sus primeras decisiones, en las cuales afirma 
que la naturaleza tiene una profunda e intrínseca conexión con los re-
cursos y la cultura de las comunidades étnicas e indígenas que la habitan 
(Corte Constitucional colombiana, sentencias T-411 de 1992; T-046 de 
1999; C-449 de 2015; C-577 de 2014a, C-579 de 2013 y T-672 de 2014b) 
a la aplicación de una perspectiva ecocéntrica, mediante la cual ha con-
siderado que “la naturaleza no se concibe únicamente como el ambien-
te y entorno de los seres humanos, sino también como un sujeto con 
derechos propios, que, como tal, deben ser protegidos y garantizados” 
(Corte Constitucional colombiana, sentencias C-449 de 2015a; T-080 de 
2015b, y T-622 de 2016).

A manera de conclusión, al medio ambiente, en materia de reconoci-
miento, no se lo podría considerar víctima autónoma del conflicto arma-
do, porque tanto el derecho internacional de los DD. HH. como el DIH 
tienen como objeto de protección los derechos de las personas naturales 
que no participan en las hostilidades; por tanto, se delega la protección 
al medio ambiente en tan solo la prohibición de utilizarlo como método 
de guerra. Tal situación es diferente en los escenarios constitucionales, 
que buscan ampliar la visión antropocentrista para aplicar un enfoque 
ecocentrista; sin embargo, aún no se conoce norma o decisión algunas 
que apliquen dicha teoría dentro del marco del conflicto armado. Aun 
así, se reconoce la existencia de los daños ocasionados en dichos contex-
tos; por tanto, en escenarios de conflicto armado, el medio ambiente sí 
es una víctima silenciosa, y cuya reparación depende de las personas o 
las comunidades que se encuentran afectadas por los daños a sus ecosis-
temas, generados por los actores armados en conflicto.

Lo anterior, acentúa la necesidad de determinar la forma como el me-
dio ambiente y el conflicto armado se relacionan, lo cual evidencia un es-
trecho vínculo con las formas como se desarrolla la guerra, debido a que 
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la lucha por el control y el acaparamiento de los recursos naturales por 
parte de los actores armados son un factor decisivo para el surgimiento y el 
mantenimiento de las confrontaciones armadas, afirmación que adquiere 
prevalencia en escenarios de postacuerdo y de justicia transicional.

Modalidades de afectación al medio ambiente por 
parte de los actores del conflicto armado

Durante décadas, los conflictos armados y la presencia de grupos al 
margen de la ley han sido algunos de los más grandes problemas que ha 
afrontado Colombia, y el medio ambiente ha sido una de las víctimas 
invisibles de esta confrontación armada. Esta situación ha generado una 
rápida degradación de los ecosistemas, debido a la lucha de los humanos 
por la supervivencia, y debido a la descomposición gradual tanto de los 
hábitats como de los servicios ecosistémicos1. La minería, junto con la 
extracción ilegal de otros recursos naturales, como la tala, fue una fuente 
importante de financiamiento para los grupos armados ilegales, y generó 
daños ambientales irreparables; especialmente, en las cuencas de ríos y 
en los bosques (ONU, 2018). Las condiciones ambientales de las zonas 
de conflicto, así como la escasa presencia del Estado en ellas, sirvieron 
para mantener y fortalecer a los grupos armados. En efecto, si los recur-
sos no eran fáciles de explotar, el solo hecho de que existieran y hubiese 
alguien dispuesto a explotarlos servía como fuente de financiación, dado 
que los grupos en contienda podían extorsionar a ganaderos o indus-
trias petroleras (Rodríguez et al., 2017). Entonces, ya fuese por medio 
de cultivos ilícitos, minería ilegal, ganadería o industrias extractivistas, 
cada una de estas actividades dejó su marca y trajo consigo diversas con-
secuencias sobre el medio ambiente.

Los daños causados al medio ambiente por el conflicto armado inter-
no en Colombia pueden ser considerados de manera directa o indirecta.  

1	  Los servicios ecosistémicos son aquellos beneficios que un ecosistema aporta a la sociedad, y que 
mejoran la salud, la economía y la calidad de vida de las personas. Pueden ser de aprovisionamiento, 
de regulación, de soporte y culturales.
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Los daños directos son el resultado de acciones perpetradas por los ac-
tores del conflicto en las cuales se ataca directa e intencionalmente el 
entorno ambiental físico; por ende, la presencia de grupos armados ter-
mina desencadenando afectación directa, ya sea que sus actos estuviesen 
encaminados o no a causar un impacto físico intencional. A su vez, los 
daños indirectos hacen referencia a aquellos actos que afectan el medio 
ambiente sin ser esa, necesariamente, la finalidad de los actores del con-
flicto. Un ejemplo es el desplazamiento forzado, el cual genera que las 
comunidades desplazadas deban reubicarse en nuevas zonas para su su-
pervivencia (Rodríguez et al., 2017).

Por lo anterior, uno de los grandes damnificados durante épocas del 
conflicto armado fue la región amazónica. La Amazonía aloja el mayor 
conjunto de ecosistemas del planeta, por lo que es considerado el pul-
món del mundo. Y aunque la cantidad de servicios ecosistémicos que 
proporciona este territorio es amplia, hay una tendencia, notoria en 
los últimos años, a arrasarla. Bajo esta premisa, Botero (2018) hace un 
análisis donde muestra que factores como la ganadería intensiva y los 
cultivos ilícitos han incidido históricamente en la tasa de deforestación 
de la Amazonía. Lastimosamente, los actores armados, en medio de su 
expansión y su consolidación a lo largo del territorio nacional, fueron 
grandes beneficiarios del desplazamiento forzado, al adueñarse de tie-
rras productivas o estratégicamente ubicadas y llevar a cabo proyectos 
para su propia financiación asociados a minería extractiva, hidrocarbu-
ros, cultivos ilícitos y explotación de recursos forestales (Centro Nacio-
nal de Memoria Histórica, 2015).

Entender el problema de los cultivos ilícitos es algo que se ha in-
tentado de muchas formas través de la historia. Se pasó de hablar de 
una planta con usos medicinales y ancestrales a un problema con impor-
tantes implicaciones sociales, económicas, ambientales y de gobernanza 
dentro del marco del desarrollo territorial. El aumento de actividades 
ilícitas a causa del tráfico de drogas, en la segunda mitad de la década de 
1990, se derivó en un aumento gradual de los cultivos de coca (Isacson, 
2015). Entre 1996 y 2000, la superficie de tierra cultivada con coca se 
duplicó, al pasar de 68 280 ha a 136 200, debido, principalmente, a la 



l     73     l

El medio ambiente como víctima del conflicto armado

presencia de grupos armados. Entre 2001 y 2014 fueron taladas 290 992 
ha de bosque directamente para el cultivo de coca, y tan solo en 2017 
fueron deforestadas más de 8000 ha para esta actividad en Parques Na-
cionales Naturales (UNODC, 2018). Si bien los cultivos de uso ilícito no 
son la principal causa de deforestación del país, el hecho de que estos se 
encuentren en Parques Naturales y zonas con alta biodiversidad ha ge-
nerado un alto impacto ambiental, no solo en términos de deforestación, 
sino por la pérdida de diversas especies (Pardo, 2018).

Ahora bien, en la lucha contra el narcotráfico, el Estado decidió uti-
lizar como estrategia de erradicación de dichos cultivos ilícitos la asper-
sión aérea con glifosato. Durante muchos años este herbicida fue utili-
zado como agente de erradicación, lo que iba en contra de lo planteado 
por la Comisión Europea desde 2001, la cual clasificó el glifosato como 
“tóxico para los organismos acuáticos” y como un producto que puede 
“acarrear efectos nefastos para el ambiente en el largo plazo” (Samper, 
2015). Esto ocasionó que zonas sin relación con cultivos de coca termi-
naran siendo víctimas del químico, pues el efecto dispersivo del viento 
ayudaba a la contaminación de ríos y fuentes hídricas, lo que afectó los 
cultivos lícitos, pero también contribuyó a la deforestación, disminuyó la 
disponibilidad de alimentos y puso en peligro la fauna.

Por lo planteado, el éxito de la estrategia terminó siendo efímero. 
La tendencia a fumigar áreas específicas hizo que los cultivadores co-
menzaran a sembrar en nuevas áreas. El cultivo de coca ya no estaba 
concentrado en una parte del sur de Colombia, sino que se fue expan-
diendo a otras zonas del territorio nacional. Aun cuando en la actualidad 
Colombia presenta cifras históricas en cuanto a área cultivada con coca 
(UNODC, 2019), hay que tener presente que se vive una coyuntura muy 
particular: el posconflicto. Aspectos en materia rural, de DD. HH. y de 
medio ambiente son clave para que dicha transición se haga sostenible 
en el tiempo. Dicho esto, se considera oportuna la decisión de haber sus-
pendido las fumigaciones con glifosato, pues así se salvaguarda la salud 
de los habitantes de las áreas objetivo, al tiempo que el medio ambiente 
no sufre nefastas consecuencias. La fumigación terminó catalogándose 
como una intervención que afectaba poco los cultivos, generaba efectos 
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nocivos sobre la salud y creaba problemas inconmensurables en el me-
dio ambiente (Bernal, 2019).

Otro gran impacto directo generado por el conflicto armado es el 
de la minería ilegal. La explotación de oro en aluvión, por ejemplo, es 
“uno de los principales motores de pérdida de coberturas en Colombia”, 
pues solo en 2014 se perdieron cerca de 25 000 ha de cobertura ambien-
tal para llevar a cabo esta actividad (UNODC, 2016). Así mismo, entre 
2010 y 2014, cerca de la mitad de los municipios en Colombia habían 
sido afectados por la minería ilegal, con cerca de 2000 fuentes hídricas 
comprometidas, y tan solo en 2014 se reportó la extracción ilícita de mi-
nerales en el 28 % de las áreas protegidas del país (DNP, 2015). De estas 
actividades, muchas fueron controladas por grupos al margen de la ley 
operando de manera ilegal en áreas no permitidas y aplicando “vacunas” 
a los mineros a fin de obtener ingresos para su causa.

Uno de los cuerpos de agua más afectados en tiempos del conflicto ar-
mado por actividades mineras ilegales fue el río Atrato. Las comunidades 
aledañas al mencionado afluente han subsistido de la minería artesanal, 
la agricultura y la pesca, entre otras actividades complementarias, por lo 
que su bienestar y su manutención dependen directamente de los servicios 
ecosistémicos que brinda el Atrato; sin embargo, la minería y otras activi-
dades extractivistas desarrolladas de manera ilegal tuvieron lugar a escalas 
colosales y con escasos controles sobre los impactos ambientales y sociales 
que generaban. La situación conllevó la afectación de los bosques y los 
humedales del área, y a la consecuente transformación de los ecosistemas 
remanentes, lo que también comprometió el bienestar de las comunidades 
y su seguridad alimentaria (López-Gallego et al., 2018).

No obstante lo enunciado, y gracias a un trabajo mancomunado entre 
la sociedad y el Gobierno nacional, el Atrato se convirtió en el tercer río 
del mundo al cual le reconocen sus derechos, al ser considerado una enti-
dad viviente que tiene derecho a protección, conservación, mantenimiento 
y reparación. Gracias a medidas como la suspensión de la minería, se logró 
disminuir la deforestación en el departamento de Chocó y en la cuenca 
del río Atrato. Los planes de acción inmediata condujeron a actividades 
relacionadas con el fortalecimiento y el monitoreo de fuentes hídricas, el 
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mejoramiento de la calidad del agua por la eliminación del mercurio y el 
desarrollo de capacidades, entre otros. Se veló por los derechos de los mi-
les de personas desplazadas en épocas del conflicto y por la recuperación 
gradual del medio ambiente (Corte Constitucional, 2016).

Otro daño directo generado por el conflicto armado en territorio 
colombiano fue la afectación de los ciclos de vida de ecosistemas com-
pletos. En el caso específico de las selvas, su degradación se puede 
dar desde afuera, mediante la deforestación, o desde adentro, por la 
defaunación. La presencia de un agente externo en una zona selvática 
donde se dan procesos naturales, como la predación, la dieta herbívora 
y la dispersión de semillas, genera la afectación de ciclos biológicos 
asociados a la composición de especies de árboles y la pérdida de nu-
trientes para plantas y animales (Rodríguez Becerra, 2003). El hecho 
de que hubiese grupos armados en zonas ajenas a la guerra trajo con-
secuencias negativas sobre la biodiversidad; principalmente, por sus 
actividades relacionadas con la caza de animales, el uso de recursos 
hídricos, la tala de árboles y una inmensa generación de residuos sin un 
tratamiento adecuado (Rodríguez et al., 2017).

Ahora bien, las diversas oportunidades de actividad económica de-
tonadas por el narcotráfico en distintas subregiones de Colombia, ya 
fuesen directas o indirectas, han forzado a poblaciones a desplazamien-
tos forzosos, un fenómeno que desencadenó una mayor demanda de los 
recursos ofrecidos por los ecosistemas. El hecho de que las poblacio-
nes aumentaran de forma significativa y no planeada en zonas altamente 
biodiversas fue generando una serie de presiones adicionales sobre los 
recursos naturales (Rodríguez Becerra, 2003).

En conclusión, existen múltiples afectaciones registradas al medio 
ambiente que han sido generadas por el accionar de los grupos armados 
en Colombia, y no es para menos que eso sea un factor de especial inte-
rés en la JEP, la cual ha acreditado su competencia para investigarlas, en-
juiciarlas y sancionarlas, por lo cual se requiere analizar dentro de dicho 
órgano, cuáles serían los elementos de consideración para el tratamiento 
jurídico de las afectaciones al medio ambiente como víctima silenciosa 
del conflicto armado.
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El tratamiento del medio ambiente como víctima de 
conflicto armado ante la Jurisdicción Especial para la Paz

El acuerdo final para la terminación del conflicto y construcción de 
una paz estable y duradera enfatiza la necesidad de alcanzar una socie-
dad sostenible, instaurada en la protección del medio ambiente, el respe-
to a la naturaleza, a sus recursos naturales renovables y no renovables y a 
su biodiversidad. Bajo esta premisa, el medio ambiente debe ser conside-
rado un pilar fundamental en la consecución de la paz en Colombia. Las 
directrices para su cumplimiento deben ir encaminadas a un fortaleci-
miento de capacidades, en el cual se alineen aspectos de índole político, 
jurídico, social, cultural y económico, a fin de asegurar la paz territorial 
para que las comunidades y el poder estatal generen mecanismos en pro 
de las necesidades del territorio, en las respuestas a esas necesidades, y 
que, de manera metódica y concertada, se construyan planes para trans-
formar sosteniblemente esos territorios (Jaramillo, 2014).

Por lo anterior, la justicia ambiental debe ser un principio que irradie 
todas las etapas del proceso de construcción de la paz, y en especial, los 
de su componente judicial; de ahí que la JEP se encuentra llamada a in-
vestigar, enjuiciar y sancionar las afectaciones al medio ambiente dentro 
del marco de su competencia temporal y material, aplicando la teoría 
antropocentrista y los derechos bioculturales de las comunidades que 
han sido afectadas en sus ecosistemas naturales por acciones generadas 
de alguno de los actores armados. En ese sentido, es pertinente recordar 
que el marco jurídico aplicable para esta situación es evidenciar que el 
medio ambiente es un método de guerra prohibido por el DIH, el de-
recho penal internacional, el derecho internacional de los DD. HH. y el 
derecho constitucional y legal colombiano.

A pesar de lo anterior, la JEP se enfrenta a un reto jurídico para ga-
rantizarles los derechos a las víctimas que sean reconocidas en el Caso 002 
y se relacionen con las situaciones de afectación medioambiental, debido 
a que la Ley 1820 de 2016, por medio de la cual se dictan disposiciones 
sobre amnistía, indulto y tratamientos penales especiales, abre la puerta 
para que graves afectaciones al medio ambiente sean objeto de amnistía o 
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indulto por ser conexos a los delitos políticos, en el entendido de que las 
afectaciones al medio ambiente se hicieron para apoyar, financiar y ocultar 
el desarrollo de la rebelión (Ley 1820 de 2016, art.8), disposición que deja 
abierta la entrada a la amnistía para todas aquellas prácticas sistemáticas 
de las FARC-EP destinadas al financiamiento y el sostenimiento de sus 
acciones militares, como la minería ilegal, la deforestación para la produc-
ción de cultivos ilícitos y los derramamientos de petróleo.

Debido a lo expuesto, el marco más garantista para las víctimas in-
mersas en el caso de los territorios indígenas y afro en Tumaco, Barba-
coas y Ricaurte (Nariño) es la aplicación del DIH y del derecho penal 
internacional, por lo que no tiene cabida la amnistía sobre los crímenes 
de guerra medioambientales, pero sí la tiene tomar medidas restaurati-
vas destinadas a la reparación de las víctimas humanas y a la restauración 
de la naturaleza, teniendo en cuenta que la JEP tiene el deber de “satis-
facer el derecho de las víctimas a la justicia; ofrecer verdad a la sociedad 
colombiana; proteger los derechos de las víctimas y contribuir al logro 
de una paz estable y duradera” (Ley 1957, 2019, art. 2).

Para lograr el mencionado objetivo, es necesario tener en cuenta 
las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos que 
la JEP está llamada a atender, como el deber convencional de garantía, 
con el cual la CIDH ha dispuesto una serie de obligaciones específicas, 
como: “i) regular; ii) supervisar y fiscalizar; iii) requerir y aprobar estu-
dios de impacto ambiental; iv) establecer planes de contingencia, y v) 
mitigar en casos de ocurrencia de daño ambiental” (Opinión Consultiva 
OC-23/17, párr. 145; 2020, párr. 185). Disposiciones que deben estar 
orientadas a garantizar los derechos a la vida y a la integridad personal 
en igualdad y no discriminación de las comunidades en situación de vul-
nerabilidad, y entre las que se encuentran los pueblos indígenas y “las 
comunidades que dependen, económicamente o para su supervivencia, 
fundamentalmente de los recursos ambientales, como las áreas foresta-
les o los dominios fluviales” (Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 145; 
2020, párr. 187).

Así pues, la JEP, dentro del marco de sus competencias, podrá orde-
nar sanciones restaurativas con enfoque socioambiental, con las cuales 
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no solo se busca la reparación de los ecosistemas, sino que deben con-
vertirse en una oportunidad para la recomposición del tejido social, y que 
logren estrechar los vínculos entre victimarios y víctimas. Por eso, la justi-
cia ambiental con enfoque restaurativo ha sido utilizada en otras latitudes, 
como lo expresan Rodríguez et al. (2017), a partir de la experiencia de 
procesos de justicia transicional de países como Afganistán, Mozambique 
y Nepal, en cuyos casos las actividades de restauración y conservación del 
medio ambiente son plataformas útiles para restablecer la confianza en-
tre comunidades, excombatientes y agentes del Estado, lo que asegura la 
reintegración y la construcción de un tejido social, donde descansa la paz 
deseada construida desde los territorios (García & Sanabria, 2021).

La aplicación de este enfoque territorial exige reconocer y tener en 
cuenta las necesidades, las características y las particularidades econó-
micas, culturales y sociales de los territorios y las comunidades garan-
tizando la sostenibilidad socioambiental, así como procurar que se im-
plementen las distintas medidas, de manera integral y coordinada, con 
la participación de las víctimas y los actores del conflicto. Por ello, la 
actividad de la JEP deberá asegurar lo siguiente: 1) debe darse prevalen-
cia al enfoque territorial y diferencial en los criterios para la selección y la 
priorización de los casos más representativos en la zona; 2) la búsqueda 
de un proceso judicial donde se garantice la participación efectiva de las 
víctimas, que deben ser escuchadas mediante la realización de audien-
cias públicas en los territorios afectados; por ser temas medioambienta-
les, se requiere que los operadores judiciales hagan visitas en el lugar de 
las zonas afectadas y observen de primera mano las condiciones de vida 
en la que se encuentran las comunidades; 3) la imposición de sanciones 
de contenido restaurativo como forma de reparación integral del daño 
ambiental propiamente dicho y de los derechos a la vida, la integridad 
personal y el medio ambiente sano de las víctimas; 4) generar acciones 
interinstitucionales para la reparación integral, debido a que dicha tarea 
le corresponde no solo a un ente jurisdiccional, sino a un esfuerzo de di-
ferentes instituciones que garanticen la protección del medio ambiente.

Por lo anterior, la necesidad de reparar al medio ambiente en épo-
cas del postacuerdo es imperativa. El Gobierno nacional debe apelar 
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por la restauración paulatina del medio ambiente. El principal beneficio 
se manifiesta en que el Estado pueda acceder a zonas ambientalmente 
importantes, que otrora eran inasequibles por la presencia de grupos 
armados, para su recuperación y su tratamiento correspondientes. Eco-
sistemas y áreas que fueron deforestadas para montar campamentos o 
sembrar cultivos de uso ilícito pueden ser reforestadas, los ríos podrán 
ser descontaminados, y las regiones que fueron impactadas por los en-
frentamientos y el derramamiento de petróleo, restauradas (Rodríguez 
et al., 2017). Una mayor presencia estatal generará, a su vez, una mayor 
intervención en las zonas remanentes con economías ilegales, y que son 
generadoras de impactos ambientales negativos, como los cultivos de 
uso ilícito y la minería ilegal.

Además, a fin de contribuir al cierre de la frontera agrícola y propi-
ciar procesos de recuperación ambiental —especialmente, en zonas de 
interés ambiental—, deben surgir planes con un componente de soste-
nibilidad y protección ambiental con acciones específicas tales como: 
recuperación y adecuación de suelos para el establecimiento de cultivos 
lícitos; recuperación de zonas de especial interés ambiental, como bos-
ques; proyectos de protección ambiental y productivos, ambientalmente 
sostenibles, en zonas de especial interés ambiental, como, por ejemplo, 
proyectos silvopastoriles; desarrollo de un plan de zonificación ambien-
tal que delimite la frontera agrícola y permita caracterizar el uso de las 
áreas que deben tener un manejo ambiental especial, y consideración 
de emprendimientos y participación de las comunidades y las organi-
zaciones rurales en democracia ambiental, entre otros (Rodríguez et 
al., 2015). Para que dichos acuerdos se vayan haciendo realidad, el país 
requiere instituciones ambientales fuertes, que hagan presencia en los 
territorios afectados por el conflicto.

Dado lo expuesto, la instauración de políticas ambientales debe es-
tablecerse tomando como punto de partida el ordenamiento ambiental 
del país definiendo y delimitando los ecosistemas que deben ser espe-
cialmente protegidos. Luego, el Gobierno nacional debe organizar las 
actividades económicas a partir del ordenamiento ambiental, y no en el 
sentido inverso. A la par, se deben promover políticas de reintegración 
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y justicia transicional con enfoque ambiental, así como la recuperación 
paulatina de los servicios ecosistémicos. Las principales opciones que 
deben hacer parte de dichas políticas pueden incluir estrategias como 
pagos por servicios ambientales, créditos verdes, fortalecimiento del 
agro y el ecoturismo, y la inversión en investigación y desarrollo (Rodrí-
guez et al., 2017).

Ahora bien, como los daños causados durante años de conflicto 
quizás no lleguen a ser conocidos por el Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y no Repetición, el manejo del medio ambiente en 
el conflicto armado exige protección constitucional; para ello, existen 
cuatro acciones constitucionales utilizadas en el derecho ambiental, en 
aras de buscar la protección del medioambiente: 1) la acción popular, 2) 
la acción de grupo, 3) la acción de tutela y 4) la acción de cumplimiento 
(Cubides et al., 2018). A pesar de que el desarrollo jurisprudencial aún 
es incipiente en esas acciones, a través del activismo judicial se podría 
consolidar la teoría egocentrista en los diferentes tribunales, para cum-
plir con los compromisos de promoción, preservación, conservación, 
mitigación y reparación de daños del medio ambiente, como eje funda-
mental para la construcción de una sociedad sostenible y en paz para las 
futuras generaciones.

Conclusiones

Sobre la pregunta problema planteada que abordó el presente capí-
tulo —¿Cómo entrará la JEP a considerar o conocer de las afectaciones 
al medio ambiente dentro del marco del conflicto armado?—, es necesa-
rio reconocer que dicho órgano se ha impuesto una tarea trascendental 
para aplicar justicia a una víctima silenciosa y cuyas afectaciones son 
incalculables; de ahí la gravedad de las violaciones a los DD. HH. de 
las personas que, tanto directa como indirectamente, han recibido sus 
efectos. Tal situación realza la necesidad de la garantía jurídica de la uti-
lización y la explotación indebida del medio ambiente como un crimen 
de guerra que no puede ser amnistiado, como tampoco puede permitirse 
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impunidad a los actores del conflicto armado que lo utilizaron como un 
medio y un método, o incluso, como una ventaja militar, en el mantea-
miento de las hostilidades.

Con ánimo propositivo, la JEP, en virtud de los presupuestos constitu-
cionales y de los tratados internacionales, debe ambientalizarse, volverse 
un tribunal verde, mediante la aplicación de un enfoque antrópico-eco-
céntrico que debe estar presente en todas sus actuaciones y las etapas del 
proceso que se relacionen con la determinación de las conductas de los 
actores armados que afectaron al medio ambiente. Es la oportunidad de 
convertirse en un referente mundial en la historia de los procesos transicio-
nales por el reconocimiento del medio ambiente como sujeto de derechos 
que permita garantizar una paz sostenible ambientalmente y armónica te-
rritorialmente. Para lograr tamaño reto, debe darse especial importancia 
a una serie de criterios orientadores e interpretativos que atiendan a los 
compromisos internacionales en materia de protección del medio ambien-
te, así como a las disposiciones constitucionales y a un esfuerzo interins-
titucional de diferentes organismos del Estado para garantizar de forma 
amplia los derechos de las comunidades vulnerables que se encuentran 
afectadas a su derecho a un medio ambiente sano.

El reconocimiento del medio ambiente como víctima silenciosa del 
conflicto armado conlleva la necesidad de reparar el impacto ambiental 
propiamente dicho del que ha sido objeto, producto de las dinámicas del 
conflicto, afectaciones de las cuales toda la población ha sido víctima, 
pues la tala de miles de hectáreas de bosques, el envenenamiento de las 
fuentes hídricas y la explotación irresponsable de los recursos minerales 
afectan el derecho colectivo de todos los colombianos al goce de un am-
biente sano. Pero también debe ser reparada la forma como este impacto 
se materializa; en concreto, en las personas, por la producción de daños 
a comunidades enteras, que evidencian un menoscabo en su calidad de 
vida. Estas no pueden ser dejadas en el olvido, y deberán ser reparadas 
de forma colectiva por los daños particulares y generales que se les hayan 
ocasionado.

Teniendo como base la concepción de los denominados derechos 
bioculturales, los cuales hacen referencia a los derechos que tienen las 
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comunidades étnicas a administrar y ejecutar de manera autónoma so-
bre sus territorios —de acuerdo con sus propias leyes y costumbres— y 
los recursos naturales que conforman su hábitat, donde se desarrolla su 
cultura, sus tradiciones y su forma de vida, por la estrecha relación que 
tienen con el medio ambiente y la biodiversidad, se deben generar las 
sanciones restaurativas dirigidas a la promoción, la preservación, la con-
servación y la reparación de daños del medio ambiente como eje funda-
mental para la construcción y el mantenimiento de una sociedad en paz.

Por último, la consolidación de una paz territorial requiere decisio-
nes jurídicas en pro de la protección de los derechos ambientales que 
garantice la no repetición de las afectaciones al medio ambiente, y así 
genere la tranquilidad de que nuevos actores, tanto institucionales como 
ilegales, no ocasionen más afectaciones a los ecosistemas bionaturales; 
de ahí la obligación de investigar, enjuiciar e imponer una sanción pro-
porcional a la gravedad de las violaciones al medio ambiente sano.
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